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Sobre: 
Ejecución de Hipoteca 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, el Juez 

Bonilla Ortiz y la Jueza Mateu Meléndez. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente  
 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2024. 

El 26 de junio de 2024, la Sra. Aida M. Arroyo Rivera (señora 

Arroyo o peticionaria) compareció ante nos mediante una Apelación1 y 

solicitó la revisión de una Orden que se dictó el 23 de agosto de 2023 y 

se notificó el 5 de junio de 2024 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Bayamón (TPI). Mediante el aludido dictamen, el TPI 

declaró No Ha Lugar una Moción sobre Nulidad Trámites Post-Sentencia 

que presentó la peticionaria. De igual forma, solicitó la revisión de una 

Orden que el TPI dictó el 22 de mayo de 2024 y notificó el 3 de junio de 

2024 declarando Ha Lugar la solicitud de Fannie Mae (recurrida) para 

que se expidiera un nuevo mandamiento de lanzamiento.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos el recurso de epígrafe.  

I. 

 El 12 de noviembre de 2019, el TPI emitió una Sentencia la cual 

intituló Relación del Caso, Determinaciones de Hechos, Conclusiones de 

Derecho y Sentencia Enmendada y esta se notificó el 21 de noviembre 

 
1 Acogemos el presente recurso como un certiorari por ser el recurso adecuado 
para la revisión del dictamen recurrido. Sin embargo, para fines administrativos, 

mantenemos la codificación alfanumérica que la Secretaría de este foro le asignó 

al caso.  
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de 2019.2 Mediante este dictamen, el TPI declaró Ha Lugar la Demanda 

sobre ejecución de hipoteca que Fannie Mae presentó en contra de la 

peticionaria por sí y como miembro de la sucesión del Sr. Manuel 

Monge Lafosse y los herederos desconocidos conocidos como Fulano de 

Tal y Sutana de Tal (parte demandada). Consecuentemente le ordenó a 

la parte demandada al pago de la suma de $155,630.27 en principal 

más los intereses, cargos por demora, los créditos accesorios y 

adelantados hechos en virtud de la escritura de hipoteca, y, por último, 

el pago de costas, gastos y honorarios de abogado.  

 De igual forma, puntualizó que de no hacerse efectivo el pago de 

las sumas adeudadas se le ordenaría al alguacil a efectuar la venta en 

pública subasta de la propiedad hipotecada. Indicó que, si la venta 

resultase insuficiente para cubrir el pago de las sumas reclamadas, que 

la parte demandada debía pagarle a Fannie Mae. Finalmente, 

desestimó con perjuicio la reconvención que presentó la parte 

demandada en contra de Fannie Mae.  

 Luego de varios trámites procesales que no son pertinentes 

discutir, el 6 de junio de 2023, la peticionaria presentó una Moción 

sobre Nulidad Trámites Post-Sentencia […].3 Argumentó que el dictamen 

antes expuesto era nulo ya que no se cumplió con la Ley Núm. 184-

2012, según enmendada, también conocida como Ley para Mediación 

Compulsoria y Preservación de tu Hogar en los Procesos de Ejecuciones 

de una Vivienda Principal, 32 LPRA sec. 2881 et seq. (Ley de Mediación 

Compulsoria). Sostuvo que ello violó su debido proceso de ley. Además, 

añadió que el acto de mediación compulsoria era un requisito 

jurisdiccional por lo que un incumplimiento con este privaba al 

Tribunal de jurisdicción para atender los méritos de la controversia. En 

vista de lo anterior, solicitó un relevo de sentencia por nulidad 

conforme a la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., 

R.49.2.  

 
2 Véase, págs. 430-435 del apéndice del recurso.  
3 Íd., págs. 437-445.  



 
 

 
KLAN202400621    

 

3 

 En respuesta, el 9 de junio de 2023, el Fannie Mae presentó una 

Oposición a Moción sobre Nulidad […].4 En primer lugar, afirmó que la 

parte demandada había renunciado, en corte abierta, a que el presente 

caso fuese referido a mediación. Específicamente, sostuvo que la Sra. 

Grace Monge La Fosse (señora Monge), pasada representación de la 

parte demandada, informó en una vista que se celebró el 14 de junio 

de 2018, que estos últimos no estaban interesados en llegar a un 

acuerdo de pago alguno y que renunciaban a que el caso fuese referido 

al proceso de mediación. Señaló que, en vista de ello, el Tribunal bajo 

su discreción no refirió el caso al centro de mediación de conflictos por 

lo que argumentó que el Tribunal tenía jurisdicción para dictar la 

Sentencia Sumaria del 12 de noviembre de 2019.5  

 Posteriormente, el 2 de abril de 2024, la parte recurrida presentó 

una Moción Informativa en Solicitud de Continuación de los 

Procedimientos […]6 y en esta señaló que, la venta judicial de la 

propiedad objeto de esta controversia se celebró el 8 de febrero de 2022 

y en esta se le adjudicó la buena pro a la parte recurrida. Indicó que la 

parte demandada no había desalojado la propiedad y, por ende, solicitó 

que se expidiera la orden y el mandamiento de lanzamiento. Sostuvo 

que, en vista de ello, el 15 de septiembre de 2022, el Tribunal dictó la 

Orden de Mandamiento y el 12 de octubre de 2022, Secretaría expidió 

el correspondiente Mandamiento de Lanzamiento.  

 
4 Íd., págs. 447-451.  
5 Cabe precisar que, el 12 de julio de 2024, emitimos una Resolución mediante la 

cual le ordenamos a la Secretaría del TPI de Bayamón a que nos remitiera de 

manera electrónica la vista que se celebró el 14 de junio de 2018 en el presente 

caso. Recibimos la regrabación de esta vista para corroborar las alegaciones de 
Fannie Mae en cuanto a la renuncia de la parte demanda a la mediación 

compulsoria. Señalamos que en el minuto 7:04 al minuto 7:55 de la regrabación, 

la señora Monge, que en ese momento representaba a la parte demandada-

reconveniente, expresó lo siguiente:  

 
"[e]l asunto de la ley que promueve esta mediación tenemos que 

atenderlo porque tenemos que proteger la jurisdicción vuestra […] 

Presentamos esa moción en corte abierta para se tenga a la parte 

demandada-reconveniente desistida de ese procedimiento, de esos 

derechos que le asisten a la parte en ese proceso de mediación de 

manera que su señoría reafirme su jurisdicción en cuanto al issue 
de la mediación y podamos entonces entrar en los méritos de la 

controversia…”  
6 Íd., págs. 460-461.  
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Sin embargo, puntualizó que, el 10 de julio de 2023, el Tribunal 

emitió una Resolución en la cual indicó que como medida cautelar iba 

a paralizar los procedimientos post-sentencia en espera de la 

determinación del Tribunal de Apelaciones en el caso núm. 

KLAN202300439. En cuanto a ello, afirmó que ya el Tribunal de 

Apelaciones y el Tribunal Supremo habían expedido sus 

correspondientes mandatos por lo que procedía la continuación de los 

procedimientos post-sentencia. Así pues, reiteró su solicitud de que se 

expidiera la orden y el mandamiento del lanzamiento.  

Evaluada la solicitud antes expuesta, el 22 de mayo de 2024, el 

TPI dictó una Orden que se notificó el 3 de junio de 2024 mediante la 

cual declaró Ha Lugar la solicitud y, en consecuencia, le ordenó a 

Secretaría a expedir el nuevo mandamiento.7 Además, ese mismo día, 

el TPI emitió otra Orden en la que resolvió que acogía la solicitud de 

Fannie Mae y que se reanudaban los procedimientos.8  

Así las cosas, el 4 de junio de 2024, la parte peticionaria presentó 

una moción reiterando su solicitud de nulidad de sentencia al amparo 

de la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra. Asimismo, el 5 de junio 

de 2024, la señora Arroyo presentó una moción de reconsideración en 

cuanto a la orden de lanzamiento que dictó el TPI.9 En esta, reiteró que 

los procedimientos post-sentencia eran nulos por incumplir con la Ley 

de Mediación Compulsoria. Evaluada la solicitud de relevo de sentencia 

por nulidad que presentó la parte peticionaria, el 23 de agosto de 2023, 

el TPI emitió una Orden que se notificó el 5 de junio de 2024 declarando 

No Ha Lugar la referida solicitud.10 De igual forma, el 6 de junio de 

2024, emitió una Orden que se notificó el 7 de junio de 2024 declarando 

No Ha Lugar la solicitud de reconsideración relacionada a la orden de 

lanzamiento.11  

 
7 Íd., pág. 463.  
8 Íd., pág. 465.  
9 Íd., págs. 491-498.  
10 Íd., pág. 500.  
11 Íd., pág. 519.  
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Inconforme con estos dictámenes, el 26 de junio de 2024, la 

peticionaria presentó el recurso de epígrafe y formuló el siguiente 

señalamiento de error:  

El Tribunal de Primera Instancia erró al denegar la 
nulidad de la totalidad de los procedimientos post-

sentencia y orden de lanzamiento ante la falta de 
mediación compulsoria. 

 

Atendido el recurso, el 27 de junio de 2024, emitimos una 

Resolución concediéndole hasta el 9 de julio de 2024 para presentar su 

postura en cuanto al recurso. Oportunamente, la parte recurrida 

presentó un Alegato en Oposición a Certiorari Civil y negó que el TPI 

cometiera el error que la peticionaria le imputó. Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes procedemos a resolver. Veamos.  

II. 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado para 

que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de derecho 

cometido por un tribunal inferior. Torres González v. Zaragoza 

Meléndez, 211 DPR 821, 846-847 (2023). Los tribunales apelativos 

tenemos la facultad para expedir un certiorari de manera discrecional. 

Íd., pág. 847. Esta discreción se define como “el poder para decidir en 

una u otra forma, esto es, para escoger entre uno o varios cursos de 

acción”. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Asimismo, 

discreción es una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justa. Íd., pág. 335. Ahora bien, 

la aludida discreción que tiene este foro apelativo para atender un 

certiorari no es absoluta. Íd. Esto ya que no tenemos autoridad para 

actuar de una forma u otra, con abstracción total al resto del derecho, 

pues ello constituiría abuso de discreción. Íd. Así, “el adecuado ejercicio 

de la discreción judicial esta inexorable e indefectiblemente atado al 

concepto de la razonabilidad”. Íd. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

establece que el recurso de certiorari para resolver resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
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será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se recurre de: (1) 

una resolución u orden bajo la Regla 56 (Remedios Provisionales) y la 

Regla 57 (Injunction) de las Reglas de Procedimiento Civil; (2) la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo y; (3) por excepción 

de: (a) decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales; (b) asuntos relativos a privilegios probatorios; (c) 

anotaciones de rebeldía; (d) casos de relaciones de familia; (e) casos que 

revistan interés público; y (f) cualquier otra situación en la que esperar 

a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 

En otros términos, al determinar si procede expedir o denegar 

un recurso de certiorari en el cual se recurre de un asunto 

postsentencia, debemos evaluar únicamente los criterios enmarcados 

en la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. Íd. La 

aludida regla establece lo siguiente:  

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:  
 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho.  
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.  

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  
 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 40. 
 

Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de jurisdicción y tampoco constituyen una lista exhaustiva. 

García v. Padró, supra, pág. 335. La norma vigente es que los tribunales 
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apelativos podremos intervenir con las determinaciones discrecionales 

del Tribunal de Primera Instancia cuando este haya incurrido en 

arbitrariedad, craso abuso de discreción o en un error en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 581 (2009). 

III. 

 En su único señalamiento de error, la peticionaria argumentó 

que el TPI erró al denegar la nulidad de la totalidad de los 

procedimientos postsentencia y orden de lanzamiento ante la falta de 

mediación compulsoria.  

En primer lugar, debemos señalar que en el presente recurso se 

recurre de una resolución atinente a un asunto postsentencia, la cual 

no se encuentra comprendida entre aquellas determinaciones de 

naturaleza interlocutoria evaluadas al amparo de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra.  En vista de ello, nos corresponde 

justipreciar si debemos ejercer nuestra facultad discrecional al amparo 

de los criterios enmarcados en la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, 

supra.  

Luego de examinar el expediente y los argumentos esgrimidos 

por el peticionario a la luz de los criterios de la Regla 40 del Tribunal 

de Apelaciones, supra, no identificamos razón por la cual este Foro 

deba intervenir. Ello, ya que no se presentan ninguna de las 

situaciones que allí se contemplan. Recordemos que nuestro 

ordenamiento jurídico nos brinda la discreción de intervenir en 

aquellos dictámenes interlocutorios o postsentencia en los que el foro 

de primera instancia haya sido arbitrario, cometido un craso abuso de 

discreción o cuando, de la actuación del foro, surja un error en la 

interpretación o la aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, denegamos el recurso 

de epígrafe.  
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 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


